
Fecha: 1 de octubre de 2025

DICTAMEN 3/2025

Relativo a la comunicación de los datos de la historia clínica efectuada por los centros, servi -
cios y establecimientos sanitarios que integran el Sistema Sanitario Público de Andalucía a los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad que ejerzan funciones de Policía Judicial.

1.  Objeto del dictamen.

El presente dictamen se emite en virtud del poder consultivo que el artículo 58.3 b) del Re-
glamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 (RGPD), le 
confiere a este Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, en su condición de 
autoridad independiente de control en materia de protección de datos.

Su objeto lo constituye el análisis, bajo el prisma de la protección de los datos personales, de 
la comunicación o cesión de los datos que se contienen en la historia clínica de un paciente, rea-
lizada por los diversos centros, servicios y establecimientos sanitarios que integran el Sistema 
Sanitario Público de Andalucía, a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad que así lo hayan requerido 
en el ejercicio de funciones de Policía Judicial.

En particular, el dictamen estudia la consideración como tratamiento de la referida comuni-
cación y su licitud a la luz del deber de colaboración previsto en el artículo 7 de la Ley Orgánica 
7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, 
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones 
penales (LO 7/2021), del artículo 16 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de 
la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documenta-
ción clínica (LAP) y de la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo núm. 971/2022,  
de 16 de diciembre de 2022. 
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2. Referencias normativas básicas sobre las funciones de la Policía Judicial y la considera-
ción como parte de la misma de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Con la finalidad de precisar el contexto en el que se produciría la solicitud determinante del 
tratamiento de comunicación objeto del presente dictamen, resulta conveniente aludir de mane-
ra breve y esencial a las funciones de la Policía Judicial y al encuadramiento dentro de la misma 
de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, acorde con la normativa vigente.

 Así, el artículo 126 de la Constitución Española ya regula que:

“La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones 
de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la  
ley establezca.”

Con respecto a las funciones de la Policía Judicial, el artículo 547 de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial establece:

“La función de la Policía Judicial comprende el auxilio a los juzgados y tribunales y al Ministe-
rio Fiscal en la averiguación de los delitos y en el descubrimiento y aseguramiento de los delincuentes. 
Esta función competerá, cuando fueren requeridos para prestarla, a todos los miembros de las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad, tanto si dependen del Gobierno central como de las comunidades autó-
nomas o de los entes locales, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.”

Por su parte, el artículo 282 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim), indica que:

“La Policía Judicial tiene por objeto y será obligación de todos los que la componen, averiguar  
los delitos públicos que se cometieren en su territorio o demarcación; practicar, según sus atribucio-
nes, las diligencias necesarias para comprobarlos y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los 
efectos, instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos a dispo-
sición de la autoridad judicial. […] ”

En cuanto a quiénes integran la Policía Judicial, ejerciendo sus funciones, encontramos las si-
guientes referencias normativas básicas:

- El artículo 283 de la LECrim:

“Constituirán la Policía judicial y serán auxiliares de los Jueces y Tribunales competentes en mate-
ria penal y del Ministerio fiscal, quedando obligados a seguir las instrucciones que de aquellas autori -
dades reciban a efectos de la investigación de los delitos y persecución de los delincuentes:
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Primero. Las Autoridades administrativas encargadas de la seguridad pública y de la persecución 
de todos los delitos o de algunos especiales. […]

Quinto. Los Serenos, Celadores y cualesquiera otros Agentes municipales de policía urbana o rural 
[...]

- El artículo 29 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguri -
dad:

“1. Las funciones de Policía Judicial que se mencionan en el artículo 126 de la Constitución se -
rán ejercidas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a través de las Unidades que se regu-
lan en el presente capítulo.

2. Para el cumplimiento de dicha función tendrán carácter colaborador de las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad del Estado el personal de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corpora-
ciones Locales”.

- Los artículos 2 y 4 del Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía 
Judicial:

Artículo 2 “Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en sus funciones de policía 
judicial, desarrollarán los cometidos expresados en el artículo 1.º [actuaciones encaminadas a la 
averiguación de delitos o descubrimiento y aseguramiento de delincuentes], a requerimiento de 
la Autoridad Judicial o de sus superiores policiales o por propia iniciativa a través de estos últimos, en 
los términos previstos en los artículos siguientes”.

Artículo 4  “Todos los componentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cualquiera que 
sean su naturaleza y dependencia, practicarán por su propia iniciativa y según sus respectivas atribu-
ciones, las primeras diligencias de prevención y aseguramiento así que tengan noticia de la perpetra-
ción del hecho presuntamente delictivo, y la ocupación y custodia de los objetos que provinieren del 
delito o estuvieren relacionados con su ejecución, dando cuenta de todo ello en los términos legales a  
la Autoridad Judicial o Fiscal, directamente o a través de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial”.

A tenor pues, de la normativa citada, resulta incuestionable que las Fuerzas y Cuerpos de Se-
guridad se encuentran habilitadas para el ejercicio de funciones de Policía Judicial que en térmi-
nos generales se centran en la averiguación de delitos y el descubrimiento y aseguramiento de 
los delincuentes.
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3. Naturaleza del tratamiento de datos personales.

El artículo 4.1) del RGPD define «datos personales» como:

“toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»); se 
considerará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, di-
recta o indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nom-
bre, un número de identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o va-
rios elementos propios de la identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultu-
ral o social de dicha persona”.

Asimismo, el artículo 4.2) del RGPD define como «tratamiento de datos personales»: 

“cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o conjunto 
de datos personales ya sea por procedimientos automatizados o no, como la recogida, regis-
tro, organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, extracción, consul-
ta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación 
de acceso, cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción;”.

Por su parte, el artículo 14.1 de la LAP indica:

“La historia clínica comprende el conjunto de los documentos relativos a los procesos asisten-
ciales de cada paciente, con la identificación de los médicos y de los demás profesionales que 
han intervenido en ellos, con objeto de obtener la máxima integración posible de la documen-
tación clínica de cada paciente, al menos, en el ámbito de cada centro.

Y el artículo 15 de la LAP refiere que:

“La historia clínica incorporará la información que se considere trascendental para el conoci-
miento veraz y actualizado del estado de salud del paciente. [...]”

Siendo así que el contenido mínimo de la historia clínica queda fijado en el apartado 2 del 
referido artículo 15 de la LAP, se infiere que los documentos que figuran en el mismo contienen 
una variada tipología de datos personales: principalmente datos de identificación en sentido es-
tricto y sobre todo, datos relativos a la salud del paciente. 

Por tanto, cualquier comunicación de los datos contenidos en la historia clínica de un pa-
ciente efectuada por los diversos centros, servicios y establecimientos sanitarios que integran el 
Sistema Sanitario Público de Andalucía, debe considerarse como un tratamiento de datos perso-
nales a la vista de los preceptos referidos.
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4. Licitud del tratamiento.

Las condiciones que determinan la licitud o legitimación de un tratamiento de datos perso-
nales vienen relacionadas en el artículo 6.1 del RGPD, debiéndose analizar si concurre al menos 
alguna de las mismas. En concreto, en conexión con el tratamiento analizado y en ausencia de 
un consentimiento del interesado prestado en los términos previstos en el RGPD, la letra c) del 
artículo citado establece que el tratamiento será lícito si: 

“c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al respon-
sable del tratamiento”

Y el apartado 3 del mismo precepto establece:

“3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida por:

a) el Derecho de la Unión, o

b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento.

La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica […]”

En relación con dicha disposición del RGPD, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el  ar-
tículo 8, «Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públi-
cos», de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía 
de los derechos digitales (en adelante, LOPDGGD):

“1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de 
una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del 
Reglamento(UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o 
una norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones generales del tratamiento 
y los tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que procedan como consecuencia 
del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá igualmente imponer condiciones 
especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de seguridad u otras 
establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.”

De acuerdo con la normativa citada, cabe manifestar que el tratamiento de datos personales 
que supone la comunicación de los datos que integran la historia clínica a los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad que ejerzan funciones de Policía Judicial debe realizarse conforme al principio de li-
citud previsto en el artículo 5.1.a) del RGPD, cumpliendo con las condiciones del artículo 6.1, 
apartado c) del RGPD, y del artículo 8 de la LOPDGDD.
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Al respecto, los apartados 1 y 2 del artículo 7 de la L0 7/2021, bajo el epígrafe “Deber de co -
laboración”, establece una obligación para las Administraciones Públicas manifestada en los si-
guientes términos:

“1. Las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o jurídica, proporcionarán a 
las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial los datos, informes, antecedentes y 
justificantes que les soliciten y que sean necesarios para la investigación y enjuiciamiento de infraccio-
nes penales o para la ejecución de las penas. La petición de la Policía Judicial se deberá ajustar exclu -
sivamente al ejercicio de las funciones que le encomienda el artículo 549.1 de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio y deberá efectuarse siempre de forma motivada, concreta y específica, dando cuenta en  
todo caso a la autoridad judicial y fiscal. [...]”

2. En los restantes casos, las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o jurídi-
ca, proporcionarán los datos, informes, antecedentes y justificantes a las autoridades competentes 
que los soliciten, siempre que estos sean necesarios para el desarrollo específico de sus misiones para  
la prevención, detección e investigación de infracciones penales y para la prevención y protección 
frente a un peligro real y grave para la seguridad pública. La petición de la autoridad competente de-
berá ser concreta y específica y contener la motivación que acredite su relación con los indicados su-
puestos.”

 Sin embargo, el apartado 3 del citado artículo viene a excepcionar la aplicación de los dos  
apartados anteriores  “...cuando legalmente sea exigible la autorización judicial para recabar los da-
tos necesarios para el cumplimiento de los fines del artículo 1” (fines de prevención, detección, in-
vestigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, inclui-
das la protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública).

Por su parte, el artículo 16 de la LAP, referido a los usos de la historia clínica, dispone en su 
apartado tercero lo siguiente:

“3. El acceso a la historia clínica con fines judiciales, […] se rige por lo dispuesto en la legislación 
vigente en materia de protección de datos personales, y en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad, y demás normas de aplicación en cada caso. El acceso a la historia clínica con estos fines 
obliga a preservar los datos de identificación personal del paciente, separados de los de carácter clini-
coasistencial, de manera que, como regla general, quede asegurado el anonimato, salvo que el propio  
paciente haya dado su consentimiento para no separarlos. […]

Asimismo se exceptúan los supuestos de investigación de la autoridad judicial en los que se consi-
dere imprescindible la unificación de los datos identificativos con los clinicoasistenciales, en los cuales 
se estará a lo que dispongan los jueces y tribunales en el proceso correspondiente. El acceso a los da-
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tos y documentos de la historia clínica queda limitado estrictamente a los fines específicos de cada ca-
so.”

A tenor de lo indicado en este último párrafo, puesto que resulta imprescindible y acorde 
con la finalidad de detección, investigación y enjuiciamiento de las infracciones penales, que los  
datos identificativos y clínico-asistenciales que figuren en la documentación que compone la his-
toria clínica estén unificados, de forma que puede identificarse a la persona en cuestión, se evi-
dencia que, en tal caso, el acceso a la historia clínica debe producirse mediante una autorización 
judicial que contenga las concretas disposiciones para articularlo, dejando por tanto inaplicados 
los supuestos del deber de colaboración que se regulan en los dos primeros apartados del ar-
tículo 7 de la LO 7/2021.

En consecuencia, de la aplicación armónica y conjunta de las normas de rango legal anterior-
mente citadas, se infiere la existencia de una obligación para los centros, servicios y estableci-
mientos sanitarios que integran el Sistema Sanitario Público de Andalucía. El cumplimiento de 
esta obligación justifica  la necesidad del tratamiento consistente en la comunicación de los da-
tos de la historia clínica a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que así lo hayan requerido en el 
ejercicio de funciones de Policía Judicial, siempre que dicho requerimiento se ampare en una au-
torización judicial expresa, entendiéndose con ello adecuadamente cumplido el principio de lici -
tud del tratamiento acudiendo a la base legitimadora del artículo 6.1.c) del RGPD.

Semejante conclusión encuentra un relevante apoyo jurisprudencial constituido por la sen-
tencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo núm. 971/2022, de 16 de diciembre de 2022,  
que estima uno de los motivos del recurso de casación interpuesto por quebranto del derecho a 
la tutela judicial efectiva y a la presunción de inocencia, por la obtención de una de las pruebas 
de cargo consistente en el acceso por parte de agentes policiales, sin autorización del titular del  
derecho y sin autorización judicial, a los datos recogidos en el historial médico hospitalario, obte-
niendo la identidad y los datos de incriminación que llevaron a la condena de uno de los acusa -
dos.

Al respecto, basta extraer de la referida sentencia las siguientes fundamentaciones jurídicas:

“...el artículo 8 [de la LOPDGDD] dispone que el tratamiento de los datos personales (la cesión de  
los datos realizada por los centros sanitarios, en lo que a este supuesto interesa) sólo podrá conside-
rarse fundada: a) cuando se cumpla con una obligación legal exigible al responsable, en los términos 
previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679; b) cuando así lo prevea una norma de De-
recho de la Unión Europea o c) cuando lo haga una norma con rango de ley de carácter interno, la 
cual podrá determinar los tipos de datos objeto de tratamiento, sus condiciones generales de ejercicio 
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y cuándo son procedentes las cesiones de los mismos en cumplimiento de la obligación legal, pudién-
dose también imponer medidas adicionales de seguridad para el tratamiento.

Una regulación de la cesión que, en nuestro ordenamiento jurídico interno, se recoge en la Ley 
41/2002, de 14 de noviembre, la cual, no sólo regula la autonomía del paciente, sino que hace expresa 
referencia, incluso en su título, a los derechos y obligaciones en materia de información y documenta-
ción clínica.

Y dicha ley, en su artículo 16.3, recoge que el acceso a la historia clínica con fines judiciales, epide-
miológicos, de salud pública, de investigación o de docencia, se rige por lo dispuesto en la legislación 
vigente en materia de protección de datos personales y en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad y demás normas de aplicación en cada caso. Pero detalla que el acceso a la historia clínica 
con estos fines (incluido el judicial), ‘obliga a preservar los datos de identificación personal del pacien-
te, separados de los de carácter clinicoasistencial, de manera que, como regla general, quede asegu-
rado el anonimato, salvo que el propio paciente haya dado su consentimiento para no separarlos’.

En el mismo precepto se recogen, sin embargo, una serie de excepciones a la anonimicidad de los 
datos. Son los casos en que la ocultación de identidad resulta inconveniente para una investigación en 
salud o para la prevención de un riesgo grave para la salud de la población, a los que se añade ‘los  
supuestos de investigación de la autoridad judicial en los que se considere imprescindible la unifica-
ción de los datos identificativos con los clinicoasistenciales’. Para estos supuestos, el artículo 16 dispo-
ne que ‘se estará a lo que dispongan los jueces y tribunales en el proceso correspondiente’, aun aña-
diendo que el acceso a los datos y documentos de la historia clínica quedará limitado estrictamente a 
los fines específicos de cada caso.

Así pues, ninguna objeción se establece, desde un plano de legalidad ordinaria, a que los datos 
personales,incluso los médicos cuando estén anonimizados, puedan ser cedidos por los centros sani-
tarios para una investigación policial, incluso más allá de una investigación concreta y específica.

Pero la ley interna española, de conformidad con las posibilidades otorgadas por el ordenamien-
to comunitario,impone que exista una autorización judicial y que esté específicamente dirigida a un 
procedimiento de investigación concreto, cuando se pretendan los datos clinicoasistenciales corres-
pondientes a un determinado e identificado individuo.

[…]

La ley [LO 7/2021], a los efectos de su regulación, no sólo considera autoridad competente a las 
Autoridades judiciales del  orden jurisdiccional penal y al  Ministerio Fiscal,  sino que expresamente 
menciona como Autoridad competente para el tratamiento de datos a las Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad; [...]
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Y conforme con ello, en su artículo 7.1, contempla que las Administraciones públicas, así como 
cualquier persona física o jurídica, tienen el deber de proporcionar a las autoridades judiciales, al Mi -
nisterio Fiscal o a la Policía Judicial, los datos, informes, antecedentes y justificantes que les soliciten y 
que sean necesarios para la investigación y el enjuiciamiento de infracciones penales o para la ejecu-
ción de las penas.

De ese modo, recoge como posible la petición de datos personales por los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad, si bien exige que se ajuste al ejercicio de las funciones de policía judicial que le encomienda 
el artículo 549.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, exigiendo, además, que la reclamación se 
efectúe de forma motivada,concreta y específica e informando en todo caso a la autoridad judicial y 
fiscal.

Sin embargo, la reciente regulación define que la adquisición de datos por los agentes policiales  
no es ilimitada,disponiendo el mismo precepto (art. 7.3) que la autorización a los funcionarios policia-
les no resulta de aplicación ‘cuando legalmente sea exigible la autorización judicial para recabar los  
datos necesarios para el cumplimiento de los fines del artículo 1’.

Una remisión legal que impone la autorización judicial expresa en los supuestos contemplados en 
el artículo 16 de la Ley 41/2002, esto es, cuando se trata de recoger y tratar datos no anonimizados 
que pertenezcan a la Administración sanitaria o a los prestadores de servicios de salud, esto es, cuan-
do se reclamen datos identificativos y clinicoasistenciales unificados.”

5. Levantamiento de la prohibición del tratamiento de datos de relativos a la salud

Complementando el análisis de la licitud del tratamiento efectuado por los centros sanita-
rios, resulta oportuno significar que la comunicación del contenido de la historia clínica com-
prende, como ya se indicó, documentos que contienen datos relativos a la salud del paciente. Es-
to supone el tratamiento de datos que demandan una protección reforzada por su propia natu-
raleza sensible o por la relación que puedan tener con los derechos y libertades fundamentales 
de una persona. 

Al respecto, el artículo 9 («Tratamiento de categorías especiales de datos personales»), apar-
tado 1, del RGPD establece:

“Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, 
las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tra -
tamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a 
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una persona física, datos relativos a la salud o datos relativos a la vida sexual o las orienta-
ción sexuales de una persona física.”

No obstante, continúa el apartado 2:

“El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:

(…) 

f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o  
cuando los tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;”

Por tanto, en el  supuesto que constituye el  objeto del presente dictamen, en el  que los 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad actúan en funciones de Policía Judicial, habién-
dose concluido que resulta necesaria la aportación de la correspondiente autorización judicial 
para la comunicación de la historia clínica, resulta evidente la procedencia del levantamiento de 
la prohibición general de tratamiento de los datos de categoría especial relativos a la salud sobre 
la base del citado art. 9.2.f) del RGPD, sin perjuicio, aunque resulte harto improbable en el con-
texto expuesto, de poder levantarse asimismo la prohibición a través del otorgamiento, por par-
te del interesado, de un consentimiento explícito para el tratamiento de sus datos personales 
con la pertinente finalidad de detección, investigación y enjuiciamiento de las infracciones pena-
les.

6. Principio de minimización relativo al tratamiento.

El tratamiento de comunicación de la historia clínica deberá cumplir en todo caso con el 
principio de minimización establecido en el artículo 5.1.c del RGPD, a cuyo tenor los datos perso-
nales serán: 

“adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tra-
tados («minimización de datos»); “.

En aplicación de dicho principio, sin perjuicio de que la comunicación de los datos de una 
historia clínica (operada mediante la entrega de la documentación que la integra) a las Fuerzas y  
Cuerpos de Seguridad que actúen en funciones de Policía Judicial se atenga a los términos conte-
nidos en la autorización judicial que se acompañe, los centros sanitarios no deberían facilitar da-
tos personales ajenos a la persona interesada, ni tampoco datos relativos a la salud de esta que 
no se refieran o no afecten a los hechos objeto de enjuiciamiento, son pena de vulnerar el dere-
cho a la protección de datos de terceros o incluso del propio afectado. Entendemos posible que 
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se solicitase aclaración al órgano jurisdiccional sobre los términos en los que se hubiese autori-
zado una petición genérica del historial clínico, manifestándole las razones o argumentos en los 
que se fundamentan las dudas sobre la procedencia de una entrega completa del mismo. 

Finalmente, se recuerda que los datos personales contenidos en la historia clínica no pue-
den ser tratados posteriormente por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de forma incompatible 
con el fin determinado, explícito y legítimo que motivó su comunicación, según lo expresado en 
el artículo 6.1. b) de la LO 7/2021.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA
Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

Jesús Jiménez López.
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